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La ONU exhorta a
México a cumplir 85
observaciones por
desaparicion forzada

JARED LAURELES

Ante el proceso que inici6 el Comi-
té contra la Desaparicién Forzada
(CED por sus siglas en inglés) de la
Organizacién de Naciones Unidas
(ONU), dados los indicios de que en
México esta prictica es generaliza-
da o sistemdtica, el Estado debe te-
ner “voluntad politica” y acatar las
85 recomendaciones que le formulé
dicha instancia en 2022 para impul-
sar una politica nacional preventiva
y de erradicacién del fenémeno, se-
fialaron expertos.

Después de que en abril el CED
invocé el articulo 34 de la Con-
vencién Internacional para la
proteccién de todas las Personas
contra las Desapariciones Forza-
das, México ahora debe aportar
la informaci6n necesaria sobre los
indicios existentes en torno a la
desaparicién forzada en el pais; la
fecha limite es el 18 de septiembre,
de acuerdo con la peticién.

Maria Clara Galvis, ex miembro
del Comité de la ONU contra las
Desapariciones, consideré que esas
serian algunas de las propuestas
maés adecuadas del Estado mexica-
no a la solicitud de informacién que
el comité le hizo en junio pasado, las
cuales tendrin que ser evaluadas,
a fin de evitar que el asunto llegue
ala Asamblea General de la ONU.

El gobierno, agregd, debe abrir-
se al didlogo, reconocer la “grave
crisis” y proponer mecanismos
alternos de “justicia restaurativa”
para llegar a la verdad y resolver
este problema, que ha dejado més
de 133 mil personas desaparecidas,
seglin cifras oficiales.

En un conversatorio, Santiago
Corcuera, ex presidente del CED,
coincidi6 en que para “disuadir” de
su intencién al comité, la informa-
ci6én que presente el Estado debe
atender cuatro aspectos funda-
mentales, entre ellos manifestar
su intencién de poner en préctica
politicas de prevencién, investigar
las desapariciones y la rendicién de

cuentas de los responsables, que no
haya impunidad.

“Esa informacién tiene que ser
poderosa, para que el comité diga
que hay voluntad politica para re-
solver el problema, y no negarlo”,
subrayd.

El articulo 34 de la convencién
internacional sefiala que si el CED
recibe informacién que, a su juicio,
contiene “indicios bien fundados”
de que la desaparicién forzada se
practica de forma generalizada o
sistematica en el territorio bajo la
jurisdiccién de un Estado parte,
podré presentar el asunto “con ca-
rdcter de urgente” a la Asamblea
General.

Esto, agregd, no comenzé en
abril pasado, sino hace 13 afios,
cuando el CED comenzd el acopio
de informaci6n sobre la crisis de
desapariciones en México, asi como
de las deficiencias en prevencidn,
biisqueda de personas, identifica-
cién forense, procuracién e impar-
ticién de justicia en las recientes
cuatro administraciones federales.

Las primeras “acciones urgen-
tes” sobre México datan de 2012.
En su visita a territorio nacional en
2015, el comité de la ONU concluyé
que persiste un contexto generali-
zado en el pais, y tres afios después
el balance fue el mismo, pero advir-
tié que los casos seguian creciendo,
menciond Corcuera.

En noviembre de 2021, en una
nueva asistencia, el CED reiteré
que la prictica es “masiva y exten-
dida”, lo que al afio siguiente derivé
en un informe con 85 recomenda-
ciones, en las que también destaca
su exhorto a que el “Estado parte
erradique todas las causas estruc-
turales de la impunidad”.

Los expertos sefialaron que es
importante que el gobierno entien-
da que al activar el articulo 34, el
CED pretende colaborar con el Es-
tado para proteger a las personas, y
es el dltimo recurso que la comuni-
dad internacional ofrece cuando un
Estado no responde ante una crisis
humanitaria.



